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Sánchez Ramos, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de diciembre de 2021. 

Según se explica en detalle a continuación, nos vemos en la 

obligación de desestimar el presente recurso por falta de 

jurisdicción, ya que fue presentado luego de expirado el término 

correspondiente de cumplimiento estricto, sin que se acreditara 

justa causa para la tardanza.  

I. 

Mediante una Sentencia notificada en diciembre de 2019 (la 

“Sentencia”), el Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) dispuso de la 

acción de referencia, sobre desahucio (la “Demanda”).  La Demanda 

fue presentada por Green House Affordable Housing, LLC (el 

“Casero”) en contra, en lo pertinente, de la Sa. Evaliz Rivera Medina 

(la “Peticionaria”). 

En la Sentencia, la cual advino final y firme, se hizo constar 

que las partes habían llegado a un acuerdo, lo cual el TPI acreditó 

al tomarle juramento a la Peticionaria y constatar que esta había 

brindado su conformidad al mismo de forma “libre y voluntaria”. 
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Según el acuerdo, aprobado por el TPI a través de la 

Sentencia, la Peticionaria reconoció una deuda al Casero de 

$10,818.00 por concepto de la renta de una vivienda alquilada y las 

correspondientes penalidades.  Las partes acordaron que la 

Peticionaria desalojaría su vivienda en o antes del 24 de enero de 

2020, con lo cual el Casero desistiría del cobro de la cantidad 

adeudada.  No obstante, se estipuló que, si la Peticionaria no 

cumplía con su compromiso de desalojar la vivienda para la fecha 

indicada, el Casero procedería a cobrar la deuda, más cualquier 

cantidad adicional que se adeudase a la fecha del lanzamiento. 

El 31 de enero de 2020, el Casero solicitó al TPI que ordenase 

el lanzamiento de la Peticionaria, pues esta no había cumplido con 

su compromiso de desalojar la unidad de vivienda para la fecha 

acordada, ni había realizado pago alguno contra la cantidad que 

reconoció adeudar.  El 6 de febrero de 2020, el TPI ordenó el 

lanzamiento de la Peticionaria, según solicitado. 

 El 4 de agosto de 2021, la Peticionaria presentó un escrito 

ante el TPI en el cual expuso que solicitaba la ayuda de dicho foro, 

pues el Casero se negaba a aceptar que ella pudiese “cubrir la 

deuda”, a pesar de que ella estaba tramitando una ayuda del 

gobierno federal.  El TPI, mediante una Orden notificada el 13 de 

agosto, dispuso: “Nada que proveer.  En el caso existe sentencia 

final y firme”. 

De forma similar, el 6 de octubre de 2021, la Peticionaria 

presentó otro escrito ante el TPI, en cual solicitó que se evitara su 

desalojo, pues estaba gestionando unas ayudas para poder 

satisfacer la deuda objeto de la Demanda.  Mediante una Orden 

notificada el 7 de octubre, el TPI dispuso: “Nada que proveer.  En el 

presente caso se dictó sentencia final y firme el 11 de diciembre de 

2019.” 
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El 3 de diciembre, la Peticionaria, por derecho propio, 

presentó el recurso de referencia.  Expone que el Casero no le acepta 

su pago, que el TPI no estuvo en disposición de escuchar sus 

“explicaciones” cuando, en diciembre de 2019, se formalizó el 

acuerdo que dio pie a la Sentencia, y que no se ha podido mudar.1 

Luego de presentado el recurso, el 6 de diciembre, el Casero 

presentó ante el TPI otra solicitud de lanzamiento.  Expuso que, a 

pesar del tiempo transcurrido, y de las ayudas que supuestamente 

la Peticionaria ha solicitado y/o recibido, esta continuaba ocupando 

la vivienda sin efectuar pago alguno, por lo cual su deuda había 

aumentado a $20,682.00.  Mediante una Orden notificada el 7 de 

diciembre, el TPI ordenó el lanzamiento de la Peticionaria. 

II. 

La jurisdicción es la autoridad que tiene el tribunal para 

atender en los méritos una controversia. Maldonado v. Junta de 

Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007).  La jurisdicción no se presume 

y los tribunales no tienen discreción para asumirla donde no la hay. 

Íd.  Los tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007).  Los asuntos jurisdiccionales son privilegiados y deben 

resolverse con preferencia a cualquier otro asunto planteado. 

Carattini v. Collazo Systems Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 

(2003).  

La Regla 32(D) de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 

32(D), establece que el término para presentar el recurso de 

certiorari será “dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha 

del archivo en autos de copia de la notificación de la resolución u 

orden recurrida”.  Dicho término es de cumplimiento estricto, por lo 

cual puede ser prorrogado por justa causa debidamente sustentada 

 
1 Con el recurso, se presentó una solicitud para litigar in forma pauperis, la cual 

hemos determinado conceder. 
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en la petición de certiorari.  Regla 52.2(b) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 52.2(b); Córdova v. Larín, 151 DPR 192, 194-5 

(2000).  La justa causa tiene que ser acreditada con explicaciones 

concretas y particulares que permitan al juzgador concluir que hubo 

una excusa razonable para la tardanza. Febles v. Romar, 159 DPR 

714, 720 (2003); Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 92-3 

(2013). 

Por su parte, la Regla 83 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. 

XXII-B R. 83, permite la desestimación de un recurso de apelación 

o la denegatoria de un auto discrecional por falta de jurisdicción.  La 

referida regla también nos faculta a desestimar cuando el recurso 

se presentó fuera del término de cumplimiento estricto y no se 

acreditó la justa causa para la demora. Íd.  

III. 

Los términos para recurrir de las órdenes más recientes (pero 

anteriores a la presentación del recurso) expiraron el 12 de 

septiembre y el 6 de noviembre.  No obstante, el recurso no se 

presentó sino hasta el 3 de diciembre, sin que se expusiera la razón 

para la significativa demora.  No podemos olvidar que la justa causa 

tiene que ser acreditada con explicaciones concretas y particulares; 

es decir, no puede concluirse que hubo justa causa sobre la base de 

generalidades, mucho menos cuando ni siquiera hubo un intento de 

acreditarla. Febles, supra; Soto Pino, supra. 

Al haber vencido el término que tenía la Peticionaria para 

recurrir de las órdenes notificadas en agosto y en octubre, sin que 

esta ni siquiera intentara acreditar la existencia de justa causa para 

la demora en presentar el recurso de referencia, no tenemos 

jurisdicción para revisar las referidas órdenes. 

Aun de haberse presentado el recurso de forma oportuna, 

declinaríamos intervenir con las órdenes de agosto y octubre.  Ni en 

sus escritos ante el TPI, ni en el recurso que nos ocupa, la 
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Peticionaria ha planteado situación alguna que pudiese justificar 

dejar sin efecto la Sentencia.  Tampoco ha provisto, o alegado contar 

con, prueba de que hubiese saldado la cuantía adeudada al Casero 

o de que tiene los fondos para saldar la misma, sin que el Casero 

esté dispuesto a aceptarlos. 

Tampoco tenemos jurisdicción para revisar lo actuado por el 

TPI luego de la presentación del recurso de referencia, pues el 

recurso de referencia, para dicho fin, sería prematuro.  Por 

supuesto, nada de lo aquí expresado y concluido incide sobre el 

derecho de la Peticionaria a presentar un nuevo recurso ante este 

Tribunal en el que solicite la revisión de lo dispuesto por el TPI luego 

de presentado el recurso que nos ocupa.   

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos la 

petición de certiorari de referencia.  

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


